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SENTENCIA

En la Villa de Madrid, a siete de Diciembre de dos mil once.

Visto por la Sala Tercera (Sección Quinta) del Tribunal Supremo, constituida por los Magistrados Excmos. Sres.
anotados al margen, el presente recurso de casación, que, con el número 6327 de 2007, pende ante ella de
resolución, interpuesto por la Procuradora Doña María Victoria Hernández Claveríe, en nombre y representación
de la entidad mercantil Yaquin Inversora S.L., contra la sentencia pronunciada, con fecha 19 de noviembre de
2007, por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso- Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla - La Mancha en el recurso contencioso-administrativo número 283 de 2004 , sostenido por la
representación procesal de Don  Carlos José  contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Chozas de
Canales, de fecha 12 de mayo de 2004, aprobatorio del P.A.U. Z9 y que adjudica el derecho a urbanizar.

En este recurso de casación han comparecido, en calidad de recurridos, el Ayuntamiento de Chozas de Canales,
representado por la Procuradora Doña María Teresa Rodríguez Pechín, y Don  Carlos José  , representado por
la Procuradora Doña María del Pilar Segura Sanagustín.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO .- La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla - La Mancha dictó, con fecha 19 de noviembre de 2007, sentencia en el recurso contencioso-
administrativo número 283 de 2004 , cuya parte dispositiva es del tenor literal siguiente: «FALLAMOS: Que
ESTIMAMOS el recurso contencioso administrativo formulado por D.  Carlos José  contra el Acuerdo del Pleno
del Ayuntamiento de Chozas de Canales, de 12 de mayo de 2004, en lo que se refiere al Punto Segundo del
mismo, relativo a la aprobación de PAU. Z9 y adjudicación de derecho a urbanizar, declarando la nulidad del
referido acuerdo con los efectos señalados en el Fundamento Cuarto; sin condena en costas a ninguna de
las partes».

SEGUNDO .- Dicha sentencia se basa, entre otros, en el siguiente fundamento jurídico tercero: «Procede a
juicio de esta Sala examinar en primer lugar las irregularidades denunciadas por el recurrente en relación a
la celebración y desarrollo del Pleno municipal en el que se procede a aprobar el acuerdo impugnado. La
regulación de las convocatorias de los plenos municipales, los tipos de sus sesiones, los requisitos de las
sesiones extraordinarias en sus dos modalidades, la necesidad de motivación, el plazo que debe mediar entre
la convocatoria de la sesión extraordinaria y su celebración, así como la necesidad de informe del Secretario,
vienen expresamente contempladas y desarrolladas, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Bases, en el Real
Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento
y Régimen Jurídico de las Entidades Locales. En el mismo se dedica a los requisitos de la celebración de las
sesiones los artículos 77 y siguientes , así como el artículo 173 contempla la necesidad de emisión de informe
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del Secretario en aquellos asuntos que requieren mayoría especial. Pues bien, examinados estos artículos,
cuya transcripción se evita por innecesaria, se comprueba a la vista del expediente relativo a la convocatoria y
que consta incluido en el expediente administrativo remitido, como efectivamente se han cometido todas las
irregularidades que eran posibles en el caso de autos. El Decreto de 10 de mayo de 2004 de la Alcaldía carece de
la mínima motivación para convocar una sesión extraordinaria y no se ha respetado el plazo de dos días hábiles
exigidos por cuanto que el Pleno se celebra el día 12 del mismo mes. Y caso de entender que la convocatoria
era para una sesión extraordinaria de carácter urgente, además de faltar la misma motivación aún si cabe
más exigible, no se habría incluido como primer punto del orden la ratificación por el Pleno de la urgencia
de la convocatoria. En ambos casos, y por tratarse de una materia propia de una mayoría especial, como
ahora veremos, tampoco consta como era necesario el informe de la Secretaría. No obstante este cúmulo de
irregularidades, la Sala concluye que las mismas no son necesariamente invalidantes. Y ello con la doctrina
asentada de manera consolidada por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, entre otras en la sentencia de 1 de
marzo de 2000 , al considerar que estas irregularidades en ningún caso han alterado o impedido la participación
de los miembros del Pleno, el ejercicio por los mismos de sus derechos y en su caso, el sentido de su voto.
Así resulta del expediente y sin que en ningún caso por el recurrente se haya hecho objeto de prueba que
este procedimiento de convocatoria haya alterado el resultado de la votación. Valoración distinta merece la
cuestión relativa a las mayorías exigidas para aprobar el acuerdo impugnado. El mismo como ya hemos dicho
supone aprobar una modificación de normas subsidiarias, así como el proyecto por el que se procede a la
ejecución de determinadas obras de actuación. Pues bien, tratándose como se ha dicho de aprobar y modificar
normas de carácter urbanístico, la regla general que se limita a exigir mayoría simple del Pleno y que es la
establecida tanto en el artículo 47.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local
como en el artículo 99.1 del Reglamento organizativo antes citado, cede ante la exigencia de mayoría absoluta
que se establece en elapartado 2 del artículo 47 de la citada ley . Que establece entre las materias que exigen
el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las corporaciones "los acuerdos
que corresponda adoptar a la corporación en la tramitación de los instrumentos de planeamiento general
previstos en la legislación urbanística". Pues bien, siendo el número de miembros legales de la corporación
local de nueve, el acuerdo adoptado e impugnado solo obtuvo cuatro votos afirmativos y ninguno en contra.
No obstante lo cual, este número de votos, no alcanza a la mayoría absoluta de nueve, que exigiría el voto de al
menos cinco de los concejales. La ausencia pues de la mayoría cualificada exigida, no por una norma de rango
meramente reglamentario sino con rango de ley, obliga necesariamente a considerar que el acuerdo adoptado
fue nulo de pleno derecho por el motivo indicado, tanto en lo que se refiere a la modificación de las normas
subsidiarias, como a la aprobación del PAU».

TERCERO .- También se declara en el fundamento jurídico cuarto de la sentencia recurrida que: « No obstante
lo anterior, determinante ya de la nulidad del acuerdo impugnado, no quiere la Sala dejar de señalar la
improcedencia de la aprobación del acuerdo en lo que respecta a la observancia de las condiciones exigidas
por los organismos autonómicos con expresa competencia en la materia. Competencia que se manifiesta
en el carácter preceptivo y vinculante de sus informes. Y si bien estos se pueden emitir en sentido favorable
al acuerdo, pero exigiendo que previamente a la aprobación del PAU se subsanen los defectos u omisiones
observados, lo que en ningún caso pueden hacer los municipios es a su vez, aprobar el PAU subordinando su
eficacia al cumplimiento de las condiciones exigidas. Por cuanto supone sustraer al derecho de los recurrentes
causando indefensión, así como a la competencia de la Sala el conocimiento completo de las condiciones
exactas en las que finalmente va a ser ejecutado el proyecto. Pues bien, sin perjuicio como decimos de que
esa aprobación del programa de actuación urbanizadora sin que conste el cumplimiento de todas y cada una
de las condiciones estipuladas en los informes vinculantes, pudiera ya por si determinar otra causa de nulidad,
lo que desde luego no cabe es admitir la validez del programa, cuando ni siquiera tras su aprobación se han
subsanado todas las omisiones cuyo cumplimiento se postergaban en el tiempo. Esto es, si bien pudiera
admitirse que el cumplimiento de las condiciones exigidas con posterioridad a la aprobación del PAU permitiera
declarar su validez, lo que es incuestionable es que si tras la tramitación de los autos y la práctica de la prueba
se concluyen que siguen faltando condiciones de las señaladas por los órganos competentes, la conclusión
sobre el PAU no puede ser otra que la de su nulidad. Y en el caso de autos, a pesar de lo manifestado por
los codemandados en base a certificados emitidos por el Ayuntamiento, no consta que con posterioridad al
acuerdo impugnado se hayan subsanado todas las condiciones exigidas, siendo esto determinante de una
nueva causa de nulidad. En concreto y del examen del expediente se comprueba la ausencia del proyecto de
legalización de las obras preexistentes, que no obstante referirse que se presentó con fecha 10 de agosto
de 2004 no consta en el expediente; el informe favorable exigido en todo caso relativo a la servidumbre de
acueducto que debe emitir la Confederación Hidrográfica del Tajo, a pesar de si haberse tramitado expediente
de servidumbre, no consta dicho informe previo; la adaptación de las dimensiones de la parcela mínima de 150
metros cuadrados a 250 tal y como exige las Normas de la localidad, toda vez que el proyecto presentado para
subsanar parte de las condiciones exigidas, sigue señalando como dimensiones de la parcela los referidos 150
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metros; y en fin la omisión por ejemplo del informe que debía ser evacuado por la Dirección General del Agua.
Lo expuesto no sirve sino para corroborar aun más si cabe la nulidad declarada en el fundamento anterior
por falta de la mayoría exigible, y que ahora se reafirma por incumplimiento de las condiciones exigidas con
carácter previo a la aprobación del acuerdo, y en todo caso, por la falta de subsanación de estas omisiones
con posterioridad, en concreto algunas de especial trascendencia como las referidas a la legalización de las
obras o dimensiones de la parcela mínima. Esta declaración de nulidad del acuerdo, se proyecta pues sobre
la modificación de las normas, como sobre el PAU aprobado, siendo ambos nulos de pleno derecho por los
motivos invocados».

CUARTO .- Notificada la referida sentencia a las partes, la representación procesal de la entidad mercantil
demandada Yaquin Inversora S.L. presentó ante la Sala de instancia escrito solicitando que se tuviese por
preparado contra ella recurso de casación y que se remitiesen las actuaciones a esta Sala del Tribunal
Supremo, a lo que aquélla accedió mediante providencia de fecha 13 de diciembre de 2007, en la que se
ordenó emplazar a las partes para que, en el término de treinta días, pudiesen comparecer ante este Tribunal
de Casación.

QUINTO .- Dentro del plazo, al efecto concedido, comparecieron ante esta Sala del Tribunal Supremo, como
recurridos, el Ayuntamiento de Chozas de Canales, representado por la Procuradora Doña María Teresa
Rodríguez Pechín, y Don  Carlos José  , representado por la Procuradora Doña María del Pilar Segura Sanagustín,
y, como recurrente, la entidad mercantil Yaquin Inversora S.L., representada por la Procuradora Doña María
Victoria Hernández Claveríe, al mismo tiempo que ésta presentó escrito de interposición de recurso de
casación, basándose en cuatro motivos, al amparo todos de lo establecido en el artículo 88.1 d) de la Ley de
esta Jurisdicción ; el primero por haber infringido la Sala de instancia lo establecido en los artículos 47 de la
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local y 99 del Reglamento de Organización ,
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las entidades locales, debido a que la convocatoria del Pleno municipal
se efectuó correctamente indicando el asunto a tratar en la sesión extraordinaria y, por tanto, con suficiente
motivación, y teniendo en cuenta los informes necesarios; el segundo por haber vulnerado el Tribunal a quo,
por indebida aplicación, lo establecido en el artículo 47.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril , de Bases de Régimen
Local, ya que el PAU aprobado se encuentra dentro de un Plan Parcial de Mejora, que puede llevar a cabo una
modificación del Plan General, y el Reglamento de Planeamiento de la LOTAU, aprobado por Decreto 248/2004,
establece que corresponde al Ayuntamiento Pleno la aprobación definitiva de todos los Planes Parciales, ya
afecten únicamente a la ordenación detallada ya a la ordenación estructural por comportar innovación, siendo
su tramitación propia de los Planes Parciales y, por consiguiente, no requieren la mayoría absoluta del plenario
municipal; el tercero porque, de no haberse recusado indebidamente al Alcalde Presidente, quién aceptó la
recusación, aun cuando no era procedente, se hubiese obtenido mayoría absoluta, por lo que la recusación se
hizo en fraude de Ley para apartar al Alcalde, indebidamente, de la votación en el Pleno Municipal, lo que no
ha apreciado la Sala sentenciadora como debiera, llevando a cabo, sin embargo, una aplicación indebida de lo
establecido en el artículo 47.2 de la Ley de Bases de Régimen Local 7/1985 y del artículo 99 del Reglamento de
Organización , Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Corporaciones Locales; y el cuarto porque el hecho
de que un informe sea preceptivo y vinculante no implica que las actuaciones no deban proseguir si no se
emite el informe dentro de plazo, pues, de lo contrario, de no evacuarse los informes, el Pleno Municipal no
podría aprobar el Programa de Actuación Urbanizadora, terminando con la súplica de que se anule la sentencia
recurrida por no ser ajustada a derecho con condena en las costas de la instancia al demandante.

SEXTO .- Admitido a trámite el recurso de casación interpuesto, se dio traslado por copia a las representaciones
procesales de los comparecidos como recurridos, lo que llevó a cabo, con fecha 9 de diciembre de 2008, la
representación procesal de Don  Carlos José  , aduciendo que, el implicar el acuerdo municipal impugnado
una expresa modificación de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal era exigible que ese acuerdo
fuese adoptado por la mayoría absoluta del Pleno Municipal, aunque se tratase de una modificación puntual de
dichas Normas Subsidiarias de Planeamiento, según exige el artículo 47.2 ll) de la Ley 7/1985 , mientras que el
Alcalde se abstuvo en el Pleno por ser legalmente procedente tal abstención, lo que determinó que no pudiese
emitir su voto, y supuso una votación a favor del acuerdo aprobatorio impugnado de cuatro votos a pesar de que
los miembros legales de la Corporación eran nueve, con lo que no se obtuvo la mayoría absoluta imprescindible
para aprobar una modificación del planeamiento general del Municipio, resultando también nulo el acuerdo
aprobatorio recurrido por cuanto recayó el mismo a pesar de que quedó condicionado al cumplimiento de
todas la determinaciones exigidas en los informes emitidos por los órganos de la Comunidad Autónoma que
debieron emitirlos con carácter previo a la referida aprobación, y así terminó con la súplica de que se desestime
el recurso de casación y se confirme la sentencia recurrida con imposición de costas a la recurrente.

SEPTIMO .- Con fecha 10 de diciembre de 2008 presentó escrito la representación procesal del Ayuntamiento
de Chozas de Canales, en el que expresó que no se oponía al recurso interpuesto.
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OCTAVO .- Formalizada la oposición al recurso de casación por quien en la instancia aparece como
demandante, las actuaciones quedaron pendientes de señalamiento cuando por turno correspondiese, a cuyo
fín se fijó para votación y fallo el día 22 de noviembre de 2011, en que tuvo lugar con observancia en su
tramitación de las reglas establecidas por la Ley.

Siendo Ponente el Excmo. Sr. D. Jesus Ernesto Peces Morate,

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO .- En los tres primeros motivos de casación alegados por la representación procesal de la entidad
mercantil recurrente se cuestiona que la Sala de instancia haya declarado nulo el acuerdo impugnado por
considerar que se infringió lo establecido en el artículo 47.2 de la Ley de Bases de Régimen Local 7/1985,
de 2 de abril , y en el artículo 99.1 del Reglamento de Organización , Funcionamiento y Régimen Jurídico de
las Entidades Locales, ya que, al implicar dicho acuerdo una modificación puntual de las Normas Subsidiarias
de Planeamiento municipal, debió adoptarse por mayoría absoluta del Pleno del Ayuntamiento, compuesto
por nueve miembros, a pesar de lo cual se adoptó dicho acuerdo por cuatro, al haberse abstenido el Alcalde
Presidente por haber sido recusado.

Entiende la representación procesal de la entidad recurrente que, al así haber decidido el Tribunal a quo , éste
ha infringido, por indebida aplicación, lo establecido en los referidos preceptos y ello por tres razones.

La primera porque la convocatoria al Pleno Municipal se hizo correctamente, la segunda porque la modificación
de las Normas Subsidiarias de Planeamiento del Municipio se efectuó a través de un Plan Parcial de Mejora,
que, como tal Plan Parcial, no requiere, a diferencia del planeamiento general, una mayoría absoluta para su
aprobación, y la tercera porque el Alcalde fue recusado indebidamente y no debió abstenerse al no existir causa
alguna de recusación, por lo que, de no haberse abstenido forzado por una recusación improcedente, se habría
conseguido aprobar el acuerdo impugnado por mayoría absoluta.

Ninguna de estas razones, como vamos a examinar, son válidas para llegar a la conclusión pretendida de una
indebida aplicación por la Sala de instancia de lo establecido en el 47.2 ll) de la Ley de Bases de Régimen
Local 7/1985, y en el artículo 99 del Reglamento de Organización , Funcionamiento y Régimen Jurídico de las
Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre.

SEGUNDO .- A pesar de las manifiestas irregularidades en la convocatoria del Pleno extraordinario del
Ayuntamiento, la Sala de instancia no las ha considerado invalidantes del acuerdo municipal adoptado, de
modo que la nulidad de éste, declarada por la Sala sentenciadora, no ha obedecido a la existencia de esas
irregularidades, por lo que el primer motivo de casación carece manifiestamente de fundamento.

TERCERO .- Tampoco la segunda de las razones alegadas para sostener la indebida aplicación por el Tribunal
a quo de los citados preceptos legal y reglamentario puede prosperar, porque, aun cuando se denomine Plan
Parcial de Mejora el instrumento utilizado para modificar puntualmente el planeamiento general, en este caso
las Normas Subsidiaria de Planeamiento del Municipio, lo cierto es que implica una alteración y cambio de ese
planeamiento general que, por imperativo de lo establecido en el mencionado artículo 47.2 ll) de la Ley 7/1985,
de 2 de abril , de Bases de Régimen Local, requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de
miembros de la Corporación, lo que en el caso enjuiciado no se logró por ser nueve y haber votado a favor del
acuerdo impugnado sólo cuatro de ellos, y, por tanto, el segundo motivo de casación tampoco puede prosperar.

CUARTO .- Otro tanto cabe decir del tercer motivo, ya que, fuese o no procedente la recusación, cuestión que
no ha sido objeto de enjuiciamiento en la instancia, lo cierto es que el Alcalde se abstuvo por entender que
existía causa legal para ello, y, por consiguiente, aun cuando su voluntad hubiese sido apoyar el acuerdo, éste
no obtuvo la mayoría de votos requerida, al votar a su favor cuatro de los miembros de la Corporación, cuyo
número era de nueve, de manera que la Sala de instancia aplica con absoluta corrección lo dispuesto en los
dos referidos preceptos.

QUINTO .- Finalmente se articula un cuarto y último motivo de casación para combatir lo declarado por la
Sala a quo en el fundamento jurídico cuarto de la sentencia recurrida, transcrito en el antecedente tercero de
esta nuestra, en el que dicha Sala abunda en razones determinantes de la nulidad del acuerdo administrativo
combatido, cual es la ausencia de los informes preceptivos y vinculantes previos al acuerdo impugnado.

Pues bien, ni un sólo precepto se aduce como infringido por el Tribunal de instancia al así resolver, ni tampoco
jurisprudencia alguna que avale la tesis de la entidad mercantil recurrente, razón por la que este último motivo
de casación es, al igual que el primero, inadmisible.

SEXTO .- De lo expuesto se deduce que el primero y cuarto de los motivos de casación alegados son
inadmisibles, conforme a lo dispuesto concordadamente en los artículo 93.2.b ) y d) y 95.1 de la Ley de
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esta Jurisdicción, mientras que el segundo y tercero son desestimables, por lo que, según lo establecido en
el artículo 95.2 d) de la misma Ley , debemos declarar que no ha lugar al recurso de casación interpuesto
con imposición a la entidad mercantil recurrente de las costas procesales causadas por imperativo de lo
previsto en el artículo 139.2 de la propia Ley Jurisdiccional , si bien, como permite el apartado tercero de
este mismo precepto, procede limitar su cuantía, por el concepto de honorarios de abogado de la persona
física comparecida como recurrida, a la cifra de cinco mil euros, dada la actividad desplegada por aquél para
oponerse a dicho recurso.

Vistos los preceptos citados y los artículos 86 a 95 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa .

FALLAMOS

Que, inadmitiendo los motivos primero y cuarto y con desestimación del segundo y tercero, debemos
declarar y declaramos que no ha lugar al recurso de casación interpuesto por la Procuradora Doña María
Victoria Hernández Claveríe, en nombre y representación de la entidad mercantil Yaquin Inversora S.L.,
contra la sentencia pronunciada, con fecha 19 de noviembre de 2007, por la Sección Primera de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla - La Mancha en el recurso
contencioso-administrativo número 283 de 2004 , con imposición a la referida entidad mercantil recurrente de
las costas procesales causadas hasta el límite, por el concepto de honorarios de abogado de la persona física
comparecida como recurrida, de cinco mil euros.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos , debiéndose hacer saber a las partes,
al notificársela, que contra ella no cabe recurso ordinario alguno. PUBLICACION .- Leída y publicada que fue
la anterior sentencia por el Excmo. Sr. D. Jesus Ernesto Peces Morate, Magistrado Ponente en estos autos, de
lo que como Secretario certifico.
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